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Los derechos de las 
víctimas en el acuerdo 
de La Habana (Cuba)

Antecedentes

E
n este momento el país está 
siendo llamado a manifestar 
en un plebiscito, si aprueba 
el Acuerdo final para la ter-
minación del conflicto y la 

construcción de una paz estable y du-
radera entre el Gobierno nacional y las 
FARC-EP, producto de las conversacio-
nes que se llevaron a cabo en La Ha-
bana, Cuba, durante los últimos cuatro 
años, con el fin de acabar la confron-
tación armada entre estos dos actores. 
Uno de los puntos de la conversación 
y negociación está relacionado con los 
derechos de las víctimas, tema funda-
mental, en razón a que una de las con-
secuencias más nefasta que ha dejado 
la guerra en el país es precisamente el 
gran número de víctimas cuyos dere-
chos han sido vulnerados, en muchos 
casos de forma trágica. Las cifras del 
Registro Único de Víctimas muestran 
que, a la fecha, el conflicto armado ha 
provocado más de 7.809.143 de perso-
nas victimizadas, de las que se registran 

víctimas y la trascendencia en cualquier 
negociación de paz sobre estas personas 
y sus derechos.

Si bien, el Acuerdo final firmado en 
agosto de 2016 y su punto quito relativo 
a las Víctimas del Conflicto, es un avan-
ce hacia la consolidación de la paz, el 
fin del conflicto y el resarcimiento a las 
víctimas; en la historia reciente de Co-
lombia no es el primero en su tipo. Ha-
gamos memoria de otros antecedentes o 
sistemas de atención a víctimas que han 
fracasado o han sido subsumidos por 
otros aún vigentes. 

El primer antecedente que podemos 
señalar surgió como producto de la cri-
sis humanitaria originada a mediados de 
los noventa ante el creciente número de 
personas en situación de desplazamien-
to forzado a causa del conflicto armado 
interno; ésta situación derivó en el es-
tablecimiento de una serie de medidas 
contempladas en la nominada Ley 387 
de 1997 a través de la cual se adoptaron 
“[…] medidas para la prevención del 
desplazamiento forzado; la atención, 

más de 265.829 muertes y 46.041 per-
sonas desaparecidas1; siendo las perso-
nas que no participan de la guerra las 
que más han sufrido las consecuencias 
de esta. El informe del Centro Nacional 
de Memoria Histórica (CNMH) de 20132 

señaló que el 81% de las muertes ocu-
rridas en este marco corresponde a civi-
les y el 19% a combatientes, lo que nos 
ayuda a dimensionar las consecuencias 
de la guerra interna, la importancia del 
restablecimiento de los derechos de las 
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Uno de los puntos de la conversa-
ción y negociación está relacionado 
con los derechos de las víctimas, tema 
fundamental, en razón a que una de 
las consecuencias más nefasta que ha 
dejado la guerra en el país es preci-
samente el gran número de víctimas 
cuyos derechos han sido vulnerados, 
en muchos casos de forma trágica.   

Este escrito brindará algunas reflexiones respecto del punto quinto del “Acuerdo 
final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y du-
radera”, referido a las Víctimas del conflicto, producto de las negociaciones en La 
Habana, Cuba, entre la guerrilla de las FARC-EP y el gobierno de Colombia. En 
primer lugar, se presenta un recuento de los antecedentes recientes de los sistemas 
de atención a víctimas en Colombia; luego se explica de manera general en qué 
consiste el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición acor-
dado en La Habana y, en tercer lugar, se señalan algunas inquietudes y retos frente 
a la implementación de lo acordado en materia de satisfacción de derechos de las 
víctimas de la violencia política en el país.
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protección, consolidación y estabiliza-
ción socioeconómica de los desplazados 
internos por la violencia [...]” (Congre-
so de Colombia, 1997, Ley 387 ). 

Esta Ley creó, lo que en su contenido 
se denominó Sistema Nacional de Aten-
ción Integral a la Población Desplazada 
por la Violencia (SNAIPD); el cual tuvo 
como objetivos, entre otros, atender 
de manera integral a la población des-
plazada por la violencia y neutralizar 
y mitigar los efectos de los procesos y 
dinámicas de violencia que provocan el 
desplazamiento. Este Sistema, además, 
creó un Consejo Nacional para la Aten-
ción Integral a la Población Desplazada 
por la Violencia y se promovió la crea-
ción de comités municipales, distrita-
les y departamentales para la Atención 
Integral a la Población Desplazada por 
la Violencia, los cuales estarían encar-
gados de la ejecución del Plan Nacional 
para la Atención Integral a la Población 
Desplazada por la Violencia.3

A pesar de estas prerrogativas, el Sis-
tema creado por la Ley sobre desplaza-
miento forzado interno fracasó, entre 
otros factores, según la Corte Constitu-
cional, debido a que “la vulneración de 
los derechos de los desplazados reposa 

Las cifras del Registro Único de 
Víctimas muestran que, a la fecha, 
el conflicto armado ha provocado 
más de 7.809.143 de personas victi-
mizadas, de las que se registran más 
de 265.829 muertes y 46.041 perso-
nas desaparecidas ; siendo las per-
sonas que no participan de la guerra 
las que más han sufrido las conse-
cuencias de esta. 

en factores estructurales […] dentro de 
los cuales se destaca la falta de corres-
pondencia entre lo que dicen las normas 
y los medios para cumplirlas, aspecto 
que adquiere una especial dimensión 
cuando se mira la insuficiencia de re-
cursos dada la evolución del problema 
de desplazamiento y se aprecia la mag-
nitud del problema frente a la capacidad 
institucional para responder oportuna y 
eficazmente a él”. (Corte Constitucio-
nal, 2004, Sentencia T-025). Por lo que 
el máximo tribunal constitucional deter-
minó en el año 2004 la existencia del es-
tado de cosas inconstitucional en razón 
a la negación de los derechos de las per-
sonas en situación de desplazamiento. 

Años más tarde, en 2012, y como 
consecuencia de la no superación de 
la crisis humanitaria, las funciones del 
SNAIPD, fueron asumidas por el Siste-
ma Nacional de Atención y Reparación 
Integral a las Víctimas (SNARIV), crea-
do por la Ley 1448 de 2011 o Ley de Víc-
timas, que tiene como objetivo estable-
cer un conjunto de medidas judiciales, 
administrativas, sociales y económicas, 
individuales y colectivas, en beneficio 
de las víctimas de las violaciones a los 
derechos ocurridas con ocasión del con-
flicto armado interno.4

El SNARIV es administrado por la 
Unidad Administrativa Especial de 
Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas (UARIV), también creada por 
la Ley anteriormente mencionada, que 
coordina las actuaciones de las entida-
des que conforman el Sistema. Además 
esta Unidad también asumió las funcio-
nes y responsabilidades de la Comisión 
Nacional de Reparación y Reconcilia-
ción (CNRR), creada por la Ley 975 de 
2005, surgida del contexto particular de 
las negociación de reintegración y deja-
ción de armas entre el Gobierno y los 
grupos paramilitares; de donde, ade-
más, surgió el primer sistema de justicia 
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transicional de data reciente en nues-
tro país y de vigencia actual, conocido 
como la Jurisdicción de Justicia y Paz, 
que creó todo un andamiaje judicial en 
la Fiscalía General de la Nación con la 
Unidad de Justicia y Paz y los Tribu-
nales Especiales sobre la materia, que 
incluyó además, una sala especial de 
conocimiento de estos casos en la Corte 
Suprema de Justicia. Esta justicia transi-
cional, es entendida, según el Centro In-
ternacional para la Justicia Transicional, 
como aquella forma de abordar la justi-
cia “en épocas de transición desde una 
situación de conflicto o de represión por 
parte del Estado. Al tratar de conseguir 

la rendición de cuentas y la reparación 
de las víctimas, la justicia transicional 
proporciona a las víctimas el reconoci-
miento de sus derechos, fomentando la 
confianza ciudadana y fortaleciendo el 
Estado de derecho”5. 

La existencia de estos antecedentes, 
que han sido cuestionados en diferentes 
aspectos, crea un reto mayor en la adop-
ción e implemen     tación del Acuerdo 
en materia de víctimas, pues los ante-
riores sistemas de atención a víctimas 
han sido permeados por los vicios y for-
mas de una institucionalidad deficiente, 
mediada por el clientelismo tradicional, 
en los aspectos administrativos, y por 
el rezago de impunidad del sistema de 
justicia ordinario en lo que respecta al 
tema de justicia transicional.

En qué consiste el Sistema 
Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No 
Repetición (SIVJRNR)

A pesar de los antecedentes, del pun-
to quinto del Acuerdo final para la ter-
minación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera, referido a 

las Víctimas del conflicto se destacan, lo 
que a nuestro parecer son, consideracio-
nes que marcan la ruta de los mecanis-
mos para satisfacer los derechos de las 
víctimas. El considerar la participación 
de las víctimas en su discusión constitu-
ye un hecho inédito en la historia de los 
procesos de paz. El Acuerdo señala que 
más de 3.000 víctimas participaron en 
cuatro foros en Colombia y 60 viajaron 
a La Habana, Cuba, para dar sus testi-
monios directos en la Mesa de Conver-
saciones y ofrecer sus recomendaciones 
(Acuerdo final, 2016, p.114); además, se 
parte del “…principio de reconocimien-
to de las víctimas como ciudadanos con 
derechos” (Acuerdo final, 2016, p.115).

El eje central del Acuerdo sobre Víc-
timas del Conflicto es la creación del 
Sistema Integral de Verdad, Justicia, Re-
paración y No Repetición (SIVJRNR), el 
cual contempla la creación de tres me-
canismos: la Comisión para el esclareci-
miento de la verdad, la convivencia y la 
no repetición, la Unidad para la búsque-
da de personas dadas por desaparecidas 
en el contexto y en razón del conflicto 
(UBPD), y la Jurisdicción especial para 
la paz (JEP). Además, hace referencia a 

Fotografía archivo CINEP/PPP; Mónica Osorio Aguiar.

Uno de los retos que trae el 
Acuerdo consiste en ofrecer una 
concepción de justicia restaurativa 
en el marco de la justicia transicio-
nal con sanciones que sean más res-
taurativas que retributivas, es decir 
que se centren en la reparación de 
la víctima y no tanto en un castigo 
contra el victimario. 
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las medidas de reparación integral y no 
repetición. 

reconocimiento de responsabilidad que 
brinden los autores: para quienes sean 
objeto de amnistías o indultos7 por re-
belión y los delitos conexos a éste, no 
habrá penas; para quienes reconozcan 
a tiempo su responsabilidad y cuenten 
toda la verdad, habrá sanciones de “re-
stricción efectiva de la libertad” entre 
5 y 8 años que consistirán en realizar 
labores útiles para las comunidades en 
zonas rurales y urbanas, tales como la 
protección o recuperación del medio 
ambiente, infraestructura en zonas rura-
les, sustitución de cultivos de uso ilíci-
to, erradicación de restos explosivos de 
guerra, municiones sin explotar y minas 
antipersona; para quienes hagan este 
reconocimiento y contribución a la ver-
dad de manera tardía habrá penas por el 
mismo lapso, pero éstas serán cumpli-
das en un establecimiento carcelario or-
dinario (respecto al tiempo de duración 
de la pena en los dos supuestos anterio-
res, se podrá graduar la sanción de 2 a 
5 años para quienes intervinieron, pero 
no tuvieron una participación determi-
nante en las conductas sancionadas); y 
a quienes no reconozcan su responsabi-
lidad y sean condenados por la JEP, les 
serán impuestas penas de prisión de 15 

y colectivas. Producto de esta investiga-
ción se emitirá un informe con conclu-
siones y recomendaciones.

La UBPD tendrá un carácter humani-
tario y extrajudicial, con el fin de buscar 
a las víctimas desaparecidas con vida, y 
en caso que se encuentren muertas, para 
localizar y entregar de manera digna los 
restos a sus familiares. Para su puesta 
en marcha se contará con la participa-
ción de organizaciones de víctimas, 
organizaciones defensoras de derechos 
humanos, el Comité internacional de la 
Cruz Roja y la Comisión internacional 
sobre personas desaparecidas; además 
sus labores serán coordinadas con el 
Instituto Nacional de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses. 

La JEP estará conformada por va-
rias salas, un tribunal para la paz6, y se 
encargará de darle trámite a los casos 
de violaciones a los DD.HH. e infrac-
ciones al DIH “más graves y represen-
tativos” cometidos durante el conflicto 
por parte de “todos los que de manera 
directa o indirecta hayan participado 
en el conflicto armado interno, incluy-
endo a las FARC-EP y a los agentes del 
Estado”. Contempla diferentes tipos de 
sanciones, según el grado de verdad y 

La función restaurativa de la pena 
también tiene que ver con cambiar 
menos penas por mayor verdad, 
con que exista un arrepentimiento 
genuino y un reconocimiento de las 
responsabilidades.

La Comisión de la verdad estará con-
formada por 11 personas que trabajarán 
durante tres años haciendo una inves-
tigación no judicial que contribuya al 
esclarecimiento y reconocimiento de lo 
ocurrido en el marco del conflicto arma-
do y que promueva la convivencia en 
los territorios, investigando lo relaciona-
do con las graves violaciones a los dere-
chos humanos (DD.HH.) e infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario 
(DIH); las responsabilidades colectivas 
del Estado, las FARC-EP, paramilitares 
y cualquier otra persona, grupo o insti-
tución; el impacto humano y social del 
conflicto; el contexto del conflicto y las 
experiencias de resiliencia individuales 
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a 20 años en establecimientos carcela-
rios ordinarios. 

Respecto a las medidas de reparación 
y no repetición estas aparecen expre-
sadas de manera menos concreta, sin 
que los mecanismos para su concre-
ción se desarrollen en el punto quinto 
del Acuerdo, puesto que, en resumen, 
se menciona que se fortalecerán los me-
canismos ya existentes (posiblemente 
refiriéndose a la UARIV), se adoptarán 
nuevas medidas, habrá actos tempranos 
de reconocimiento de responsabilidad 
colectiva, se fortalecerá la atención psi-
cosocial para víctimas, se crearán meca-
nismos judiciales tales como una unidad 
de investigación y desmantelamiento de 
las organizaciones criminales, en las 
que se incluye las organizaciones lla-
madas “sucesoras del paramilitarismo” 
y se promoverá la participación de ex-
miembros de grupos paramilitares en la 
Comisión de la verdad, como una con-
tribución al esclarecimiento del fenóme-
no del paramilitarismo. 

Teniendo en cuenta que estos meca-
nismos forman parte de un sistema, se 
espera que exista una adecuada comple-
mentariedad, comunicación y colabora-
ción entre estas instancias y escenarios. 

Algunas reflexiones respecto a 
la implementación del Acuerdo

Una vez hecho el recuento de los 
principales aspectos del punto quinto 
del Acuerdo, y teniendo en cuenta la 
inminencia de su refrendación, se pue-
den señalar algunas inquietudes y retos 
frente a su eventual implementación:

Eficacia y complementariedad 
del sistema para la reparación 

Genera expectativa el hecho de 
cómo se va a lograr que las instancias 
e instituciones creadas en el SIVJRNR 
cumplan su cometido, y que la com-
plementariedad con las instituciones ya 
existentes redunde en la efectividad de 
los derechos de las víctimas. El punto 
quinto del Acuerdo establece que para 
lograr la reparación de las víctimas se 
van a fortalecer las instancias existen-
tes y se crearán otras medidas, sin es-
pecificar de manera concreta cuáles. Sin 

embargo, hasta el momento las leyes e 
instituciones creadas para atender a las 
víctimas de violencia política no han 
tenido la eficacia esperada. Por ejem-
plo, en materia de reparación integral, 
al hacer uso de las vías administrativas 
creadas para tal fin, las víctimas de vio-
lencia política han tenido que someterse 
a engorrosos trámites y prolongadas es-
peras en busca del cumplimiento de sus 
derechos. Muestra de ello es que en los 
últimos cuatro años, se interpusieron 
más de 576.000 tutelas contra la Unidad 
de Atención y Reparación para las Vícti-
mas, de las cuales el 85% se ha fallado 
en contra, y se produjeron 156 órdenes 
de arresto por el incumplimiento de los 
fallos (El Tiempo, 2016).  

to en un castigo contra el victimario. La 
dificultad está en que esta concepción 
está lejos del imaginario de la gran ma-
yoría de sectores en Colombia8.

La función restaurativa de la pena 
también tiene que ver con cambiar me-
nos penas por mayor verdad, con que 
exista un arrepentimiento genuino y 
un reconocimiento de las responsabi-
lidades, o, como lo menciona el punto 
quinto del Acuerdo en varias partes, una 
“rendición de cuentas”; sin embargo, 
este cambio de concepción no funciona-
ría y resultaría contraproducente si lle-
gara a resultar que la renuncia a penas 
de prisión proporcionales a la gravedad 
de los crímenes no está acompañada de 
la garantía de que las futuras generacio-
nes no van a seguir siendo victimiza-
das9. Vale la pena recordar que la Ley 
de Justicia y Paz 975 de 2005 partía del 
mismo principio y en términos de ver-
dad y reparación el balance no ha sido 
muy positivo. A mayo de 2016, según 
datos de la Unidad de Justicia Transicio-
nal de la Fiscalía General de la Nación, 
en el marco de esta Ley, se reportan 
como postulados (es decir exparamilita-
res objeto de este sistema de justicia) al 
proceso de justicia transicional a 4.408 
desmovilizados de los grupos paramili-
tares respecto de quienes hasta junio de 
2016 se habían proferido 37 sentencias 
que cobijaban solo a un puñado de es-
tos exparamilitares (FGN, 2016). A pe-
sar de los pocos años de pena impuesta 
a tan pocas personas en este sistema de 
justicia, no se logró revelar la verdad en 
una dosis significativa, que fuera capaz 
de desmantelar de raíz el fenómeno pa-
ramilitar en el país, ni responder a otras 
funciones con las que se relaciona la 
verdad, como la justicia y la construc-
ción de memoria, por ejemplo, por ello 
hoy en día se considera que dicho siste-
ma es un fracaso y que tiene una gran 
dosis de impunidad.

Tipo de hechos que conocerá  
la JEP y los crímenes cometidos 
por agentes estatales 

Es entendible que el tratamiento ju-
rídico que contempla la JEP genere in-
certidumbre para víctimas, abogados, 
funcionarios judiciales y defensores de 

El cambio de concepción no 
funcionaría y resultaría contrapro-
ducente si llegara a resultar que la 
renuncia a penas de prisión propor-
cionales a la gravedad de los crí-
menes no está acompañada de la 
garantía de que las futuras genera-
ciones no van a seguir siendo victi-
mizadas.

Finalidad de las penas  
y la justicia prospectiva 

Colombia es un país con altos índi-
ces de hacinamiento carcelario, en gran 
parte porque existe la concepción de 
responder a los problemas sociales con 
la pena de confinamiento penitenciario 
y porque dentro de los fines de la pena 
prima el carácter retributivo de la mis-
ma. Igualmente, desde hace décadas, 
las víctimas causadas tanto por la in-
surgencia como por la fuerza pública y 
paramilitares han estado exigiendo cas-
tigos con penas ejemplares, que se tra-
duzcan en condenas de varios años de 
cárcel contra los autores de los críme-
nes. Esto deja que uno de los retos que 
trae el Acuerdo consiste en ofrecer una 
concepción de justicia restaurativa en 
el marco de la justicia transicional con 
sanciones que sean más restaurativas 
que retributivas, es decir que se centren 
en la reparación de la víctima y no tan-
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derechos humanos, porque son normas 
nuevas y están en un marco de justicia 
transicional. Algunos de los aspectos 
que generan mayor inquietud son:

•	 Respecto a lo que se entiende por 
violencia política y conflicto armado: 
el Acuerdo señala que esta jurisdicción 
será aplicable para los delitos cometidos 
en el contexto y en razón del conflicto; 
sin embargo, en Colombia no todos los 
hechos de violencia y persecución polí-
tica han tenido relación con el conflic-
to armado, por lo que uno de los retos 
consiste en determinar qué ocurrirá con 
el juzgamiento de los crímenes come-
tidos por agentes estatales de manera 
sistemática y generalizada contra cier-
tos sectores de la población y que no 
tienen relación con el conflicto armado, 
tales como las agresiones contra la vida 
e integridad de líderes políticos, sindica-
listas, defensores de derechos humanos, 
o las ejecuciones extrajudiciales en la 
modalidad de “falsos positivos” que no 
se desarrollaron en medio de operacio-
nes militares, sino que, por el contrario, 
consistieron en actuar como bandas de-

lincuenciales ubicando de manera pre-
meditada a personas de zonas rurales 
y urbanas para ejecutarlos a cambio de 
obtener beneficios. Es conocido que la 
justicia ordinaria no ha dado respues-
ta efectiva frente a este tipo de casos, 
y ahora la posibilidad de que la situa-
ción jurídica de los autores implicados 
en estos crímenes se resuelva en la JEP 
con el trato especial que esto implica, 
no cumpliría a satisfacción con los de-
rechos de las víctimas de estos crímenes 
ni representaría una lectura veraz de lo 
ocurrido para las futuras generaciones.

•	 Respecto a las sentencias conde-
natorias por casos de ejecuciones ex-
trajudiciales que ya están en firme: el 
Acuerdo abre la posibilidad de que las 
condenas que ya existan en la justicia 
ordinaria sean revisadas10, por lo que in-
quieta saber lo que ocurrirá cuando los 
agentes estatales que hasta ahora han 
sido condenados (luego de las largas 
luchas de las víctimas y organizaciones 
de derechos humanos) por ejecuciones 
extrajudiciales en el contexto de “falsos 

positivos” soliciten revisión de sus con-
denas. 

•	 Respecto al juzgamiento de máxi-
mos responsables: un aspecto que po-
dría obstaculizar el juzgamiento de al-
tos responsables tiene que ver con que 
en el Acuerdo se mantiene el fuero es-
pecial para quienes hayan ocupado el 
cargo de la presidencia, al señalar que: 
“...En caso de que ante la JEP obre una 
información que comprometa a una per-
sona que haya ejercido la Presidencia de 
la República, dicha información se re-
mitirá a la Cámara de Representantes 
para lo de su competencia...”. (Acuerdo, 
2016, pág. 134). 

Fotografía Laura Contreras Vásquez.

Con la firma del Acuerdo y el cese 
al fuego definitivo se están perdien-
do menos vidas en medio de la con-
frontación armada, lo cual es moti-
vo de esperanza. 
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•	 Respecto a los cuerpos normativos 
que serán aplicados: por motivos jurí-
dico-políticos, se entiende que al polo 
estatal (fuerza pública y paramilitares) 
le son aplicables las normas del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos 
(DIDH) y el DIH, y al polo insurgente 
las normas del DIH; por lo tanto, cau-
san inquietud las interpretaciones que 
surgen respecto de algunas líneas del 
Acuerdo que señalan tratos especiales, 
tales como: “...respecto a los agentes del 
Estado, se establece un tratamiento es-
pecial, simultáneo, equilibrado y equi-
tativo basado en el Derecho Interna-
cional Humanitario. Dicho tratamiento 
diferenciado valorará lo establecido en 
las reglas operacionales de la fuerza pú-
blica en relación con el DIH” (Acuerdo, 
2016, pág., 137); y más adelante se se-
ñala que respecto a los parámetros para 

establecer la responsabilidad de los inte-
grantes de la insurgencia se tendrán en 
cuenta las normas del DIH, el DIDH y el 
Derecho Penal Internacional (Acuerdo, 
2016, pág. 146).

del conflicto, tales como la exclusión 
social y política que afecta a las capas 
más pobres y discriminadas de la po-
blación, así como el papel del uso de la 
fuerza del Estado contra la población 
en múltiples circunstancias y por múl-
tiples motivaciones. 

Es importante mencionar que el 
punto quinto del Acuerdo contiene 
declaraciones importantes, que nun-
ca se habían visto en un documento 
firmado por el Gobierno nacional, por 
ejemplo, al hacer el reconocimiento 
implícito de que se ha hecho uso de 
manera arbitraria del sistema penal 
contra defensores de derechos huma-
nos y comunidades, ya que se asigna 
a la JEP la labor de cesar los proce-
sos judiciales que cursen y estén rela-
cionados con la criminalización de la 
protesta11. Este tipo de declaraciones, 
comienzan a develar las causas y ma-
neras en que se ha desarrollado el con-
flicto y la violencia política del país en 
las últimas décadas, por lo que es vá-
lido demandar que las negociaciones 
llevadas a cabo con un actor armado 
y político al que se le ofreció dejar las 
armas para hacer uso de las vías lega-
les para reclamar sus derechos y par-
ticipar, redunden en la garantía de los 
derechos de toda la población y en el 
libre ejercicio a oponerse, protestar y 
participar de manera efectiva12.

Con la firma del Acuerdo y el cese al 
fuego definitivo se están perdiendo me-
nos vidas en medio de la confrontación 
armada, lo cual es motivo de esperan-
za. En todo caso, un paso fundamental 
para la paz es el reconocimiento de las 
personas que han sido victimizadas y 
de sus derechos, así como tomar medi-
das para que las futuras generaciones 
no pasen por lo mismo. Como lo men-
ciona el Acuerdo de manera acertada, 
uno de los objetivos es el “reconoci-
miento de un pasado cruento que debe 
ser asumido para ser superado”. 

Fotografía archivo CINEP/PPP; Jennipher Corredor.

Un paso fundamental para la paz 
es el reconocimiento de las personas 
que han sido victimizadas y de sus 
derechos, así como tomar medidas 
para que las futuras generaciones no 
pasen por lo mismo.

Importancia de la verdad como 
garantía de no repetición

Se espera que la revelación de la 
verdad como un eje del Acuerdo ten-
ga consecuencias, redundando en me-
didas que permitan atacar las causas 
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